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   V.    EXPEDIENTE RE-214    -   SENTENCIA C-672/15 (Octubre 28) 
 M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo  

1. Norma revisada
DECRETO 1774 DE 2015 

(septiembre 7) 

Por el cual se adoptan medidas para permitir el ejercicio de ciertas actividades sin cumplir con la obligación de 
definir la situación militar y se hace un (sic) exención al pago de la cuota de compensación militar 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA, 

en ejercicio de las facultades que le confiere el artículo 215 de la Constitución Política, la Ley 137 de 1994 y en 
desarrollo del Decreto número 1770 de 2015, y 

CONSIDERANDO 

Que en los términos del artículo 215 de la Constitución Política de Colombia, el Presidente de la República con la 
firma de todos los ministros, en caso de que sobrevengan hechos distintos a los previstos en los artículos 212 y 
213 de la Constitución Política, que perturben o amenacen perturbar en forma grave e inminente el orden 
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económico, social y ecológico del país, o que constituyan grave calamidad pública, podrá declarar el estado de 
emergencia. 

Que según la misma norma constitucional, una vez declarado el estado de emergencia, el Presidente, con la firma 
de todos los ministros, podrá dictar decretos con fuerza de ley destinados exclusivamente a conjurar la crisis y a 
impedir la extensión de sus efectos. 

Que mediante Decreto número 1770 de 2015 fue declarado el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica 
con ocasión de la situación humanitaria que se viene presentado en la frontera colombo-venezolana, con el fin de 
conjurar la crisis e impedir la extensión de sus efectos. 

Que en dicho Decreto se señaló que “dadas las múltiples consecuencias que se derivan de la necesidad de definir 
la situación militar, resulta necesario adoptar medidas que permitan establecer excepciones a dicho régimen en 
beneficio de las personas que hayan ingresado al país a raíz de la crisis fronteriza”. 

Que según el artículo 10 de la Ley 48 de 1993, todos los varones colombianos entre los 18 y los 50 años tienen la 
obligación de definir su situación militar, lo cual puede ocurrir mediante la prestación personal del servicio militar o 

con el pago de la cuota de compensación militar, según los artículos 27 y 28 de la misma ley. 

Que según información del Registro Único de Damnificados de la Unidad Nacional de Gestión de Riesgo de Desastres 
(UNGRD), un número cercano a los tres mil hombres entre los 17 y los 50 años han ingresado al país como 
consecuencia de la crisis con Venezuela, entre los cuales muchos podrían estar obligados a tener que definir su 
situación militar o estar próximos a tener que hacerlo. 

Que según la misma Ley la definición de la situación militar tiene incidencia, entre otros, en: i) la posibilidad de ser 
objeto de sanción o compulsión para prestar el servicio militar (artículo 14); ii) el pago de la cuota de compensación 
militar (artículo 22); iii) la celebración de contratos con entidades públicas (artículo 36, literal a); iv) el ingreso a la 
carrera administrativa (artículo 36, literal b); v) la toma de posesión de cargos públicos (artículo 36, literal c); vi) 
la vinculación laboral y la posibilidad de que las empresas que contraten sin el cumplimiento del requisito sean 
sancionadas (artículo 37); y vii) la posibilidad de vincularse a organismos docentes de enseñanza superior o técnica 
(artículo 41). 

Que las anteriores situaciones afectan la posibilidad de que personas deportadas, repatriadas, expulsadas o que 
hayan retornado al país a raíz de la crisis fronteriza, así como sus familias, puedan desarrollar un proyecto de vida 

y generar ingresos económicos. 

Que es necesario adoptar medidas con rango de ley que eliminen de forma general las barreras que impone la 
necesidad de tener definida la situación militar para el ejercicio de actividades que puedan contribuir a solventar la 
situación de vulnerabilidad en la que se encuentra el referido grupo poblacional, sin perjuicio de la obligación de 
tener que definir su situación militar. 

Que el artículo 28 de la Ley 48 de 1993, consagra las causales en las que se está exento de prestar el servicio 
militar, con la obligación de inscribirse y de pagar cuota de compensación militar. 

Que la situación de vulnerabilidad de las personas que han ingresado al país de forma (sic) a raíz de la crisis 
fronteriza con Venezuela, se vería igualmente agravada si se les exigiera el pago de la cuota de compensación 
militar, el de las sanciones contemplada en el literal a) del artículo 42 de la Ley 48 de 1993 y del costo de la 
expedición de la tarjeta de reservista, por lo que también es necesario crear exenciones en dichos casos. 

Que de conformidad con el artículo 1° de la Ley 1184 de 2008, “La Cuota de Compensación Militar, es una 
contribución ciudadana, especial, pecuniaria e individual que debe pagar al Tesoro Nacional el inscrito que no 
ingrese a filas y sea clasificado, según lo previsto en la Ley 48  de 1993 o normas que la modifiquen o adicionen”. 

Que el artículo 6° de la misma Ley consagra los casos en los que se está exento del pago de la cuota de 
compensación militar, cuyo sustento jurídico se deriva de que “benefician a personas que se encuentran en situación 
desaventajada ya sea en razón de: (i) su vulnerabilidad socioeconómica; (ii) presentar limitaciones físicas, síquicas 
o neurosensoriales de carácter grave, incapacitante y permanente; (iii) su condición indígena” (sentencia C-586 de
2014). 

Que en la misma sentencia la Corte reconoció que “en definitiva, el goce efectivo de los derechos al trabajo 
(artículo 25 CP), a elegir profesión u oficio (artículo 26 CP), a acceder al desempeño de funciones y cargos públicos 
(artículo 40 numeral 7 CP) y a la educación (artículo 67 CP), queda en entredicho para quienes carecen de recursos 
económicos para sufragar el pago de la cuota de compensación militar”. 

Que dada la naturaleza tributaria en la modalidad de contribución especial de la cuota de compensación militar, es 
necesario adoptar medidas para eximir del pago de esta obligación a quienes hayan ingresado al país en condición 
de deportados, repatriados, expulsados o que hayan retornado a raíz de la crisis fronteriza, y que se encuentren 
en los registros que para tal efecto adopten las autoridades competentes. 

Que la Corte Constitucional en sentencia C-804 de 2001, explicó que “Las exenciones son instrumentos a través de 
los cuales el legislador determina el alcance y contenido del tributo, ya sea por razones de política fiscal o extrafiscal, 
teniendo en cuenta cualidades especiales del sujeto gravado o determinadas actividades económicas que se busca 
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fomentar. Por esencia, el término exención implica un trato diferente respecto de un grupo de sujetos, ya que este 
conjunto de individuos que ab initio se encuentra obligado a contribuir son sustraídos del ámbito del impuesto”. 

Que al referirse al pago de la cuota compensación militar, en sentencia C-804 de 2001, la Corte Constitucional 
indicó que el establecimiento de eximentes en el pago de dicho tributo para personas de escasos recursos favorecía 
la aplicación del principio de la equidad vertical, “puesto que alivian la carga de quienes se encuentran en 
condiciones económicas desventajosas, al punto que el pago de la contribución puede afectar su capacidad para la 
satisfacción de sus necesidades básicas frente a quienes están en condiciones de soportar una carga tributaria más 
pesada en razón de su situación económica”, circunstancia que se predica del grupo poblacional de colombianos 
que hayan ingresado o ingresen al país a raíz de la crisis fronteriza con Venezuela y que se encuentren obligados 
a definir su situación militar o se encuentren próximos a tener que hacerlo. 

Que a partir de lo anterior, dentro de las medidas que deberán ser adoptadas para normalizar la situación de 
vulnerabilidad de las personas que han ingresado al país a causa de la crisis fronteriza, se encuentra la creación de 
una exención tributaria respecto del pago de la cuota de compensación militar, de la sanción contemplada en el 
literal a) del artículo 42 de la Ley 48 de 1993 y del costo de expedición de la tarjeta de reservista. 

Que según han reportado los distintos medios de comunicación y las entidades competentes, dadas las condiciones 
estrepitosas en las que las personas han ingresado al país a raíz de la crisis fronteriza, se ha detectado que muchos 
han abandonado o extraviado sus documentos, entre ellos la tarjeta de reservista, la cual, según el artículo 30 de 
la Ley 48 de 1993, “es el documento con el que se comprueba haber definido la situación militar”, cuyo costo se 
encuentra definido en el artículo 9º de la Ley 1184 de 2008. 

Que con la finalidad de mitigar los efectos que la pérdida de este documento puede traer para los damnificados de 
la crisis fronteriza, es necesario adoptar medidas que garanticen la expedición de su duplicado. 

DECRETA: 

ARTÍCULO 1o. CAMPO DE APLICACIÓN. Para determinar los beneficiarios de las medidas adoptadas en el 
presente decreto se tendrán en cuenta las bases de datos de deportados, repatriados, expulsados o que hayan 
retornado al país a raíz de la crisis fronteriza con Venezuela, que para tal efecto adopten las autoridades 
competentes. 

ARTÍCULO 2o. ELIMINACIÓN DEL REQUISITO DE TENER DEFINIDA LA SITUACIÓN MILITAR O DE 

PRESENTACIÓN DE LA TARJETA DE RESERVISTA. Durante el tiempo que dure el estado de emergencia, 
elimínase el requisito de tener definida la situación militar o de presentación de la tarjeta de reservista para las 
personas señaladas en el artículo 1° del presente Decreto, en especial respecto de los casos consagrados en los 
siguientes artículos de la Ley 48 de 1993 y las disposiciones que los adicionen, sustituyan o modifiquen: 14 en lo 
que tiene que ver con la posibilidad de ser compelido; 36 literales a), b) y c); 37; y 41 literal h). Lo anterior sin 
perjuicio de la obligación de tener que definir la situación militar. 

ARTÍCULO 3o. EXENCIÓN DEL PAGO DE CUOTA DE COMPENSACIÓN MILITAR, DE LA SANCIÓN POR 
NO INSCRIPCIÓN Y DE LA EXPEDICIÓN DE LA TARJETA DE RESERVISTA. Quedan exentos del pago de la 
cuota de compensación militar, de la sanción señalada en el literal a) del artículo 42 de la Ley 48 de 1993 y del 
costo de la expedición de la tarjeta de reservista, quienes además de cumplir la condición del artículo 1° del presente 
decreto, hayan sido eximidos del ingreso a filas y sean mayores de edad hasta los cincuenta (50) años o cumplan 
la mayoría de edad durante el estado de emergencia. 

PARÁGRAFO 1o. Los beneficios consagrados en el presente artículo no serán extensivos a las personas que previo 
a la declaratoria del estado de emergencia ya hubieren sido inscritos, ni tampoco a quienes se inscriban durante el 
periodo de emergencia e incumplan con las obligaciones contempladas en la Ley 48 de 1993, ni aquellas que la 
modifiquen, adicionen o sustituyan. 

PARÁGRAFO 2o. Las autoridades del Servicio de Reclutamiento y Movilización dispondrán lo necesario para que 
las personas beneficiadas con esta medida puedan hacer el trámite de forma presencial en las instalaciones militares 
habilitadas para ello en la zona fronteriza o en su actual lugar de residencia. 

ARTÍCULO 4o. ENTREGA DE DUPLICADO DE LA TARJETA DE RESERVISTA. En el evento en el que las 
personas calificadas como beneficiarias de las medidas adoptadas en el presente decreto, en los términos señalados 
en el artículo 1°, hayan extraviado su tarjeta de reservista, se les deberá entregar su duplicado sin ningún costo. 

ARTÍCULO 5o. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación. 

2. Decisión

Declarar EXEQUIBLE el Decreto 1774 de 2015 “Por el cual se adoptan medidas para permitir 
el ejercicio de ciertas actividades sin cumplir con la obligación de definir la situación militar y 
se hace exención al pago de la cuota de compensación militar”. 

3. Síntesis de los fundamentos
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Examinadas las medidas adoptadas mediante el Decreto Legislativo 1774 de 2015, la Corte 
concluyó que corresponden al ámbito de competencia que le confiere la Constitución al 
legislador, en este caso, de excepción, para establecer las exenciones al deber de prestar el 
servicio militar y al pago de la cuota de compensación militar, con el fin de facilitar el ejercicio 
de las actividades que exigen tener definida la situación militar, como el acceso a la educación 
o la posibilidad de generar ingresos y brindar protección a sus familias. Ninguno de los
beneficios que allí se establece implica vulneración de alguno de los derechos intangibles 
enunciados en el artículo 4º de la Ley Estatutaria 137 de 1994 y en el artículo 27 de la 
Convención Americana.  

Así mismo, la Corte encontró que tales beneficios superan el juicio de conexidad en la medida 
en que a los varones de edades entre 17 y 50 años afectados con la crisis humanitaria que dio 
lugar a la declaratoria del Estado de Emergencia, se les dificultaría la reinserción laboral de no 
poder definir su situación militar en las circunstancias en que se vieron obligados a retornar al 
país. De igual manera, el decreto examinado aprueba el juicio de finalidad , pues las medidas 
que prevé tienen como único propósito el de contribuir a la solución de un aspecto específico, 
entre aquellos que componen la situación fáctica que se busca conjurar con las normas de 
excepción, como también el juicio de necesidad  a través del cual se acredita la urgencia o 
apremio que en su momento existió por adoptar dichas medidas, así como la imposibilidad de 
lograr el mismo objetivo con instrumentos diferentes y en lo posible, menos gravosas que las 
acordadas. De otra parte, la corporación constató que las acciones emprendidas en este 
decreto superan el criterio de proporcionalidad, pues los beneficios que se ofrecen a un 
importante número de ciudadanos que atraviesan graves dificultades a raíz de su forzado 
retorno, son de gran magnitud e importancia en cuanto facilitan su reinserción laboral y la 
generación de ingresos propios, ventajas sin duda mayores a los costos o sacrificios que la 
sociedad asume al implementar esas medidas. 

Del mismo modo, el tribunal consideró que las disposiciones examinadas aprueban el llamado 
juicio de motivación de la incompatibilidad, pues de manera reiterada, el Decreto 1774 de 
2015 explica en su parte considerativa que la vigencia de determinadas normas legales 
contenidas en la Ley 48 de 1993 crea dificultades para el logro de los objetivos que se pretende 
alcanzar en beneficio de las personas y familias retornadas, que al no poseer la tarjeta de 
reservista implica un obstáculo para el ejercicio de algunos de sus derechos.  Para la Corte, 
estos beneficios no pueden considerarse discriminatorios, por cuanto existen razones válidas 
que justifican esa diferencia de trato a las personas afectadas por la situación de emergencia 
humanitaria que motivó la declaración del Estado de Emergencia.    

LA CORTE CONSTATÓ QUE EXISTÍA UN PRINCIPIO DE RAZÓN SUFICIENTE PARA E LEGISLADOR 

CATALOGARA LOS CARGOS DE JEFE DE CONTROL INTERNO  DISCIPLINARIO O QUIEN HAGA 

SUS VECES, COMO EMPLEOS DE LIBRE NOMBRAMIENTO Y REMOCIÓN 


